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B3. Compromiso por el 
planeta y el crecimiento 
sostenible
B3.1. Necesitamos empleadas 
y empleados públicos 
suficientes para dar respuesta 
a las necesidades de la 
población

Los servicios públicos constituyen una garantía para la igualdad de oportunidades y la protección de 
los derechos fundamentales de la ciudadanía. Contar con empleadas y empleados públicos profe-
sionalizados y suficientes supone una condición necesaria para dar respuesta a las necesidades de 
la población, para promover el crecimiento económico, para avanzar en el estado del bienestar, para 
consolidar las instituciones públicas y para promover la cohesión territorial y social. 

Estos servicios públicos tienen que realizarse en condiciones adecuadas para garantizar los derechos de 
la ciudadanía y, sobre todo, tener en cuenta el lado humanista y ético de la digitalización, poniendo 
a la persona en el centro, de forma que permita avanzar a la sociedad. Para conquistar el derecho a una 
buena Administración -reconocido en nuestra Constitución a través del artículo 103-, es imprescindible 
situar el punto de partida en las condiciones laborales en las que se encuentran las personas que a dia-
rio desempeñan las funciones anejas a estos servicios, como son el personal sanitario, docente, de los 
servicios de Justicia, de la Administración general de la Junta de Andalucía o del ámbito local.

B3.2. Derecho con los servicios 
de interés general

Esta Institución supervisa a las administraciones públicas, así como también centra su acción tuteladora 
en los denominados servicios económicos de interés general, incluyendo entre los mismos a los ser-
vicios energéticos; de suministro de agua; financieros; de telecomunicaciones; postales y de transporte. 

Nuestra intervención ante este tipo de entidades que prestan servicios de interés general -con inde-
pendencia de que se trate de empresas privadas- tiene su base en la habilitación reglamentaria que 
permite a la Institución la búsqueda de fórmulas de acuerdo y conciliación en relación a los conflictos 
que nos plantea la ciudadanía.
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Esta función también se encuentra expresamente recogida en los Principios sobre la protección y la pro-
moción de la institución del Defensor del Pueblo (Principios de Venecia), al establecer que el mandato 
de esta Institución abarcará todos los servicios públicos y de interés general ofrecidos a los ciudadanos, 
ya sea por parte del Estado, de los municipios, de los organismos estatales o por entidades privadas.

B3.2.1. Medidas insuficientes 
a favor de las personas 
electrodependientes

Como novedad regulatoria a destacar, el año pasado se incorporó una medida en favor de las personas 
electrodependientes, de modo que esta circunstancia permite incrementar los límites de renta que se 
establecen para tener derecho al mismo. 

No obstante se deja a posterior desarrollo reglamentario, por parte del Ministerio de Sanidad, la definición 
de las condiciones de acceso, el procedimiento y certificación de la situación de electrodependencia, así 
como el catálogo de enfermedades que determinan la electrodependencia. 

Defendemos que las personas electrodependientes 
son un colectivo específico que tiene derecho 
al bono social

Nos parece insuficiente esta regulación, ya que no ha incorporado a las personas electrodependientes 
como colectivo específico que tiene derecho al bono social. Esta medida les permitiría compensar, en 
cualquier caso, el excesivo gasto de energía eléctrica que supone la dependencia de determinadas 
máquinas para su cuidado en el ámbito domiciliario.

Prueba de ello son los datos que ofrecía la Encuesta sobre Condiciones de Vida del INE (febrero de 2024), 
señalando que en 2023 el 20,7% de la población nacional no podía mantener su vivienda con una 
temperatura adecuada. Por ello reclamamos que, del mismo modo, se impulsen iniciativas públicas 
con implantación territorial suficiente que permitan abordar situaciones de pobreza energética o po-
breza hídrica, favoreciendo estudios de intervención integral en viviendas y orientando a las personas 
vulnerables en el acceso a los recursos disponibles en favor de la ciudadanía.

Por tanto, el acceso a los servicios de interés general está íntimamente ligado con el contenido de 
algunos de los derechos cuya protección tenemos encomendada, como el derecho a la salud; a una 
vivienda digna; al acceso a las tecnologías de la información y de la comunicación, y al disfrute de los 
recursos naturales.

B3.3. El derecho a disfrutar del 
medio ambiente

En el ámbito de la sostenibilidad y el medio ambiente hay determinadas cuestiones que son recurrentes 
en esta Institución y se repiten inexorablemente de un año para otro, como es el caso de las quejas por 
problemas de contaminación acústica, tanto las derivadas de actividades profesionales -especialmen-
te la hostelería- e industriales, como las originadas en el seno de las relaciones de convivencia vecinal. 
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Otras no suelen ser objeto de la presentación de un número significativo de quejas ante esta Institución, 
pero tienen relevancia, como por ejemplo el conflicto producido en relación a la posible legalización de 
regadíos en el entorno de Doñana que, afortunadamente, ha entrado en vías de aparente solución al 
haberse llegado finalmente a un acuerdo entre las administraciones estatal y autonómica que, tenemos 
la esperanza, podría ser la base para un proceso positivo de intervención que permita de una vez por 
todas afrontar los importantes y graves problemas que padece el Parque Natural, especialmente por lo 
que se refiere a los déficits hídricos que sufre la marisma.

También nos parece relevante dejar constancia de una cuestión que aún está en ciernes, pero creemos 
que puede llegar a convertirse en uno de principales elementos de conflictividad ambiental en Anda-
lucía: el resurgimiento de la actividad minera en nuestro ámbito.

Es necesario ante tal cuestión, estudiar bien sus consecuencias y el equilibrio entre la seguridad y los 
efectos de los vertidos de metales pesados durante tantos años a nuestros ríos, a la agricultura... y las 
oportunidades de empleo y desarrollo de poblaciones empobrecidas.
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Otra cuestión que nos parece especialmente relevante en términos ambientales y que también pre-
senta dificultades para su tratamiento por esta Institución es la relativa a las consecuencias derivadas 
de la proliferación de instalaciones de energía renovable. Un año mas han sido diversas las quejas 
recibidas procedentes de personas o colectivos disconformes con el lugar elegido para la ubicación de 
una instalación solar o fotovoltaica, o para la determinación del trazado de una línea eléctrica destinada 
a la evacuación de la energía obtenida por estos medios renovables.

B3.4. Movilidad y urbanismo 
sostenibles y accesibilidad

Se entiende por movilidad sostenible el conjunto de procesos y acciones orientados a que el desplaza-
miento de personas y mercancías que facilitan el acceso a los bienes, servicios y relaciones se realicen 
con el menor impacto ambiental posible, contribuyendo a, y a la reducción de la contaminación acústica 
y atmosférica.

Por su parte, la accesibilidad es una condición previa para que las personas con discapacidad, hombres 
y mujeres, puedan vivir de forma independiente y participar plenamente en la sociedad en igualdad de 
condiciones. Nos siguen llegando quejas por la carencia o escasez de plazas de aparcamiento reservadas 
para personas con movilidad reducida, uso indebido de tarjetas de autorización o retirada improcedente 
de las mismas, etc. También el problemático acceso de las personas con discapacidad a los transportes 
públicos da lugar a que cada año se presenten denuncias sobre la carencia de vehículos adaptados para 
personas usuarias de sillas de ruedas o disconformidad con la frecuencia y horario de estos vehículos, 
cuando no el deficiente funcionamiento de las plataformas de los autobuses que posibilitan la subida 
de las sillas de ruedas.

En materia de planeamiento urbanístico destacamos aquellas que reclaman el cumplimiento de los 
procesos de participación ciudadana y, en concreto, la falta de respuesta de la administración en los 
trámites de consulta ciudadana.

Consideramos que la disciplina preventiva es tan recomendable o más que la punitiva y a este respec-
to, nos parece determinante potenciar la figura de los planes de inspección autonómicos y municipales.

Por todo ello, se ha incoado una queja de oficio, encaminada a plantear a la Consejería de Fomento, 
Articulación del Territorio y Vivienda, a las 8 Diputaciones Provinciales Andaluzas, y a la Federación 
Andaluza de Municipios y Provincias, su parecer, respecto a la conveniencia de la realización de un 
único inventario del suelo rústico de Andalucía o, en su defecto, uno por cada una de las ocho 
provincias andaluzas.

Asimismo, en materia de Turismo debemos destacar la progresiva relevancia que van adquiriendo las 
quejas relacionadas con el sector de las viviendas de uso turístico, especialmente tras la aprobación 
de normativas específicas de aplicación, tanto de  ámbito autonómico como local.
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